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ñola y domiciliados ambos en Moral de Calatrava, iniciaban expediente 
en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil, interesando 
que el mismo se celebre en el Juzgado de Fuenlabrada. Adjuntaban los 
siguientes documentos: DNI, certificado de nacimiento, declaración 
jurada de estado civil y volante de empadronamiento de la contrayente, y 
pasaporte, certificado de nacimiento, de inscripción consular, declara-
ción jurada de estado civil, certificado que no es necesario publicar edic-
tos en Cuba, y volante de empadronamiento, correspondiente al contra-
yente.

2. Ratificados los interesados, con fecha 13 de abril comparecieron 
ambos contrayentes, y se dio cumplimiento a lo establecido en el artículo 
246 del Reglamento del Registro Civil, oyendo, reservadamente y por 
separado, a ambos, sin que de dicho examen se desprendiera vínculo o 
impedimento alguno que suponga obstáculo para la celebración del matri-
monio civil. Se realizo prueba testifical, declarando los comparecientes 
que les constaban la certeza de lo expuesto por los interesados en su 
escrito inicial. Con fecha 27 de abril de 2004 los promotores solicitaron 
que se delegase la prestación del consentimiento matrimonial en el Sr. 
Juez Encargado de Fuenlabrada. Se publicó el correspondiente edicto en 
el tablón de anuncios del Registro civil de Moral de Calatrava.

3. El Ministerio Fiscal interesó que se hiciera a los solicitantes 
audiencia reservada de forma exhaustiva para poder excluir la existencia 
de motivos específicos en la celebración del matrimonio. El Juez de Paz 
dictó providencia con fecha 4 de junio de 2004 acordando tener por reali-
zado correctamente el trámite de audiencia reservada y no habiendo lugar 
a lo interesado por el Ministerio Fiscal, ya que las audiencias reservadas 
se habían hecho como todos los expedientes matrimoniales, con las pre-
guntas que se habían considerado mas convenientes realizar, y el informe 
del Ministerio Fiscal no concretaba la estimación legal de su posición 
refiriéndose a una inconcreta falta de exhaustividad.

4. Remitido de nuevo el expediente al Ministerio Fiscal, éste inter-
pone recurso de reforma y subsidiario de apelación contra la providencia 
de 4 de junio de 2004, en base a que, dado que uno de los contrayentes era 
extranjero, era necesario extremar las garantías para que el Encargado 
del Registro Civil llegase a la convicción de que el interés de los promoto-
res era acorde con la finalidad de la institución matrimonial y no ampa-
raba una intención fraudulenta, por lo que había que tener en cuenta la 
trascendencia de dicha audiencia reservada, interesando que se realizase 
una nueva entrevista reservada de los contrayentes, y el desarrollo de 
misma debería hacerse constar documentalmente (preguntas y respues-
tas), para que se pueda tener cumplida información de los aspectos rele-
vantes de la intención de los solicitantes.

5. El Juez de Paz dictó auto de fecha 25 de junio de 2004, indicando 
que la audiencia reservada había sido realizada en los términos reglamen-
tarios, y que en el recurso se interesaba que se hagan detalladamente las 
preguntas y respuestas de la audiencia, y tal circunstancia no es impuesta 
reglamentariamente, por lo que acordaba confirmar la resolución recu-
rrida y remitir el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución.

Fundamentos de Derecho

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 23 
del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Euro-
pea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse 
en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos 10, 14 y 32 de la 
Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código civil; 386 de la Ley de Enjui-
ciamiento Civil; 238, 245, 246 y 247 del Reglamento del Registro Civil; la 
Instrucción de 9 de enero de 1995; y las Resoluciones de 4-2ª, 11-2ª, 19-2.ª 
y 26-2.ª de noviembre; y 1-1.ª y 2-2.ª de diciembre de 2003 y 21-4.ª de enero, 
5-3.ª y 18-1.ª de febrero; 3-2.ª y 3.ª y 4-1.ª de marzo, 16-1.ª y 20-3.ª y 4.ª de 
abril y 15-1.ª de junio y 8-1.ª de septiembre de 2004.

II. Se trata en el presente caso de un expediente de autorización de 
matrimonio civil entre una española y un cubano en cuya tramitación, 
antes de que se resolviera la solicitud de los interesados, se interpuso por 
el Ministerio Fiscal recurso de reposición y subsidiario de apelación (cfr. 
art. 356 del Reglamento del Registro Civil), contra la providencia dictada 
por el Juez Encargado del Registro Civil el 4 de junio de 2004 por la que se 
desestimaba la previa petición del Ministerio Público en el sentido de 
realizar la audiencia reservada a los contrayentes con mayor amplitud y 
exhaustividad, por estimar el Juez Encargado ajustada la audiencia prac-
ticada a lo requerido al efecto por el artículo 246 del Reglamento del 
Registro Civil. El recurso de reposición fue resuelto en el mismo sentido, 
acordando al tiempo elevar el expediente a esta Dirección General para la 
resolución del recurso de apelación subsidiariamente presentado.

III. Se trata, en definitiva, de precisar el alcance del trámite de 
audiencia impuesto por el artículo 246 del Reglamento del Registro Civil, 
conforme al cual el instructor del expediente de autorización del matri-

monio, asistido del Secretario, «oirá a ambos contrayentes reservada-
mente y por separado para cerciorarse de la inexistencia del impedimento 
de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración», y 
determinar si en el presente caso, a la vista del contenido de las actuacio-
nes practicadas, ha de estimarse correctamente cumplimentado. Pues 
bien, la doctrina de este Centro Directivo es constante en cuanto a la 
importancia de la audiencia reservada. La Instrucción de 9 de enero de 1995, 
la considera «trámite esencial del que no debe prescindirse ni cumplirlo 
formulariamente», porque «puede y debe servir para que el instructor se 
asegure del verdadero propósito de los comparecientes y de la existencia 
en ambos de real consentimiento matrimonial». No se trata con ello de 
coartar en modo alguno un derecho fundamental de la persona, como es 
el de contraer matrimonio, pero sí de encarecer a los Encargados de los 
Registros Civiles que, sin mengua de la presunción general de buena fe, se 
cercioren de la veracidad del consentimiento de los contrayentes dentro 
de las posibilidades que ofrece la regulación actual del expediente previo, 
a través del citado trámite de audiencia.

IV. La importancia de este trámite, como reiteradamente tiene decla-
rado este Centro Directivo, ha aumentado en los últimos tiempos en 
cuanto que por él se llega con frecuencia a descubrir el verdadero propó-
sito fraudulento de las partes, que no desean en realidad ligarse con el 
vínculo matrimonial sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para 
obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero, de 
forma tal que si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el 
Encargado llega a la convicción de que existe simulación, no debe autori-
zar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimo-
nial (cfr. arts. 45 y 73-1.º C.c.). En suma, la audiencia reservada ha de ser 
tal que reúna condiciones para servir a su finalidad de permitir al instruc-
tor alcanzar la convicción de la veracidad de la «voluntas contrahendi 
matrimonii» o, por el contrario, de la intención de utilizar la institución 
matrimonial al servicio de otros fines ajenos a la misma.

V. En el presente caso, el acta correspondiente a las comparecencias 
de los futuros contrayentes no responde a la finalidad expuesta, por lo 
que éstas deben ser ampliadas de forma tal que permitan alcanzar el con-
vencimiento de que el matrimonio proyectado reúne los requisitos nece-
sarios para su validez, entre ellos, la existencia de un verdadero consenti-
miento matrimonial, o, al contrario, que no debe ser autorizado por falta 
de dichos requisitos. En definitiva se trata, como señala el artículo 246 del 
Reglamento del Registro Civil, de cerciorarse de que no existe impedi-
mento de ligamen ni obstáculo legal alguno para la celebración del matri-
monio, incluyendo la existencia de una eventual simulación del consenti-
miento matrimonial.

VI. Finalmente, en cuanto a la necesidad de documentar en acta el 
contenido de la audiencia reservada, es exigencia obvia que deriva del 
principio de defensa de los interesados, de la necesidad de dejar base 
documental sentada para poder desenvolver la función de control de lega-
lidad que al Ministerio Fiscal y a este Centro Directivo corresponde, y que 
se deriva en todo caso de lo dispuesto por el propio artículo 246 del Regla-
mento que exige en tales actuaciones la presencia del Secretario, precisa-
mente por la función documental de las actuaciones judiciales, en este 
caso registrales, que al mismo corresponden (cfr. arts. 7 y 15 R.R.C.).

Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria:

1.º Estimar el recurso y revocar la providencia apelada.
2.º Reponer las actuaciones al trámite de audiencia reservada para 

que sea nuevamente practicada a los interesados.

Madrid, 26 de enero de 2005.–La Directora General, Pilar Blanco-Mora-
les Limones.

Sr. Juez de Paz del Registro Civil de Moral de Calatrava (Ciudad Real). 

 4266 RESOLUCIÓN de 4 de febrero de 2005, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, sobre depósito de 
las cuentas anuales de «Administración TECEMSA, S.L.».

En el expediente 33/04 sobre depósito de las cuentas anuales de 
«Administración TECEMSA, S.L.».

Hechos

I

Solicitado en el Registro Mercantil de Zaragoza el depósito de los 
documentos contables correspondientes al ejercicio 2003 de «Adminis-
tración TECEMSA, S.L.», la Registradora Mercantil accidental de dicha 
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localidad, con fecha 23 de septiembre de 2004, acordó no practicarlo por 
haber observado el siguiente defecto subsanable:

«Falta la información medioambiental».

II

La sociedad, a través de su apoderado, D. Jesús Sánchez Correas, 
interpuso recurso gubernativo contra la anterior calificación el 8 de octu-
bre de 2004, alegando que la memoria tiene como misión la de suministrar 
información adicional relevante para la consecución del principio de ima-
gen fiel. Por tanto, solo debe incluirse en ella información significativa, 
correspondiendo este juicio de relevancia a quien formula el depósito de 
las cuentas. Añade que la falta de mención implica que el informe medio-
ambiental de la empresa no es relevante y que, por tanto, no debe incluirse 
en la Memoria, que se convertiría así en un estado contable antieco-
nómico.

III

La Registradora Mercantil accidental de Zaragoza, con fecha 14 de 
octubre de 2004, ha emitido el preceptivo informe manteniendo la califi-
cación recurrida.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 218 a 222 de la Ley de Sociedades Anónimas, Dis-
posición Adicional 24 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, 365 y siguien-
tes del Reglamento del Registro Mercantil, el Real Decreto 437/98, de 20 
de marzo, la Orden ministerial de 8 de octubre de 2001 y la Resolución de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 18 de febrero de 2004.

Procede confirmar en este expediente la calificación efectuada por la 
Registradora Mercantil accidental de Zaragoza de suspender el depósito 
de los documentos contables presentados por la Mercantil «Administración 
TECEMSA, S.L.», ya que, siendo ajustada a derecho, no es desvirtuada por 
las alegaciones formuladas en el recurso gubernativo interpuesto.

En efecto, la única cuestión que plantea el recurso es la relativa a la 
obligatoriedad o no de incorporar a la Memoria la información medioam-
biental correspondiente. Pues bien, frente a lo que la sociedad entiende 
no es cierto que la Memoria debe incluir la información adicional rele-
vante para la consecución del principio de imagen fiel, debe incluir toda 
la información que las disposiciones legales exijan, en este caso las exigi-
das por las normas citadas en los Vistos, que no solo la Resolución del 
ICAC de 25 de marzo de 2002. Tampoco lo es que quién decide si la infor-
mación es o no relevante sea quien presenta y deposita las cuentas, como 
lo prueba la calificación registral y el recurso que ahora se examina. Final-
mente, tiene que ser rechazada la interpretación de que el no incluirla 
signifique que la información medioambiental de la empresa no es rele-
vante, pues, el deber de información y publicidad que el depósito de las 
cuentas significa, no se satisface con presumir que quien calla otorga, 
sino, muy por el contrario, lo que debe presumirse es que quien calla no 
dice nada.

En su virtud, esta Dirección General ha resuelto desestimar el recurso 
interpuesto y mantener la calificación recurrida.

Contra esta resolución los legalmente legitimados podrán recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Mercantil competente por razón 
de la capital de provincia donde radique el Registro en el plazo de dos 
meses desde su notificación, siendo de aplicación las normas del juicio 
verbal, todo ello conforme a lo establecido en la Disposición Adicional 24, 
de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, los artículos 325 y 328 de la Ley 
Hipotecaria y el artículo 86.ter.2.e) de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Lo que, con devolución del expediente, traslado a V.S. para su conoci-
miento y a fin de que proceda a su notificación a los interesados.

Madrid, 4 de febrero de 2005.–La Directora General, Pilar Blanco-
Morales Limones. 

 4267 RESOLUCIÓN de 18 de febrero de 2005, de la Dirección 
General de Relaciones con la Administración de Justi-
cia, por la que se emplaza a los interesados en el recurso 
Contencioso-Administrativo, procedimiento abreviado 
nº 41/2005-C, interpuesto ante el Juzgado Central de lo 
Contencioso-Administrativo n.º 2, de Madrid.

Ante el Juzgado Central de lo Contencioso-Administrativo nº 2 de 
Madrid, don Juan José Adell Montañana ha interpuesto el recurso Conten-
cioso-Administrativo, procedimiento abreviado nº 41/2005-C, contra la 

desestimación presunta, por silencio administrativo, del recurso de repo-
sición interpuesto contra la Orden JUS/1068/2004, de 12 de abril, por la 
que se aprueba y publica la relación definitiva de aspirantes que han supe-
rado las pruebas selectivas para ingreso en el Cuerpo de Oficiales de la 
Administración de Justicia, turno promoción interna, convocadas por 
Orden JUS/1424/2003, de 27 de mayo.

 En consecuencia, esta Dirección General ha resuelto emplazar a los 
interesados en el mismo, de conformidad con lo dispuesto en el artícu-
lo 49 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, 
de 13 de julio de 1998, para que puedan comparecer ante la referida Sala 
en el plazo de nueve días.

Madrid, 18 de febrero de 2005.–El Director general, Ricardo Bodas 
Martín.

Sra. Subdirectora general de Medios Personales al Servicio de la Adminis-
tración de Justicia. 

MINISTERIO 
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

 4268 RESOLUCIÓN de 4 de marzo de 2005, de Loterías y 
Apuestas del Estado, por la que se acuerda incrementar el 
fondo destinado a premios de primera categoría de apues-
tas deportivas de la jornada 29.ª a celebrar el día 20 de 
marzo de 2005.

De acuerdo con el apartado 2 de la Norma 6.ª de las que regulan los 
Concursos de Pronósticos sobre resultados de partidos de fútbol, aproba-
das por Resolución de Loterías y Apuestas del Estado de fecha 15 de julio 
de 2004 (B.O.E. n.º 174, de 20 de julio), el fondo de 2.055.477,68 euros 
correspondiente a premios de Primera Categoría de la Jornada 26.ª, de 
la Temporada 2004-2005, celebrada el día 27 de febrero de 2005, y en la 
que no hubo acertantes de dicha categoría se acumulará al fondo para 
premios de la Primera Categoría de la Jornada 29.ª de la Tempora-
da 2004-2005, que se celebrará el día 20 de marzo de 2005.

Madrid, 4 de marzo de 2005.–El Director General, P. D. de firma (Reso-
lución de 8 de julio de 2004), el Director Comercial, Jacinto Pérez 
Herrero. 

 4269 RESOLUCIÓN de 21 de febrero de 2005, de la Dirección 
General de Seguros y Fondos de Pensiones, por la que se 
hace pública la aprobación por el órgano de control de 
Italia de la fusión de la entidad Toro Assicurazioni S.P.A 
por la entidad Ronda S.P.A. la cual como consecuencia de 
la fusión ha cambiado su denominación por la de Toro 
Assicurazioni S.P.A.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 79.3 del Texto Refun-
dido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre y en el 
artículo 129. 3 del Reglamento de Ordenación y Supervisión de los Segu-
ros Privados, aprobado por Real Decreto 2486/1998, de 20 de noviembre, 
se pone en conocimiento del público en general y de los asegurados en 
particular que el Instituto per la vigilanza sulle assicurazioni private 
(ISVAP), órgano de control de las entidades aseguradoras de Italia, ha 
comunicado la aprobación con fecha 21.9.04 y con fecha de toma de efec-
tos 1.12.04 de la fusión de la entidad Toro Assicurazioni S.P.A por la enti-
dad Ronda S.P.A, la cual como consecuencia de la fusión ha cambiado su 
denominación por la de Toro Assicurazioni S.P.A.

Se advierte que los contratos de seguro afectados por dicha fusión que 
asuman riesgos o compromisos localizados en territorio español, podrán 
ser rescindidos por los tomadores en el plazo de un mes desde la presente 
publicación, teniendo derecho al reembolso de la parte de prima no con-
sumida.

Madrid, 21 de febrero de 2005.–El Director General, Ricardo Lozano 
Aragüés. 


